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El juicio por jurado popular es una demanda democrática de larga data. 

Desde varios lugares se cree que la participación popular en la toma de decisiones en la 

justicia penal es un avance en cierta forma democrática en uno de los ámbitos mas 

alejado de los sectores populares como lo es la justicia penal.  

La justicia y el sistema penal, por definición violento, posee además un 

carácter profundamente de clase y selectivo. Esto no es novedad, ya el mismo Engels en 

su libro “La situación de la clase obrera en Inglaterra” en 1844 explicaba claramente 

que había conductas  que por una definición legal,  eran consideradas delito, 

principalmente aquellas que afectaban la propiedad privada, mientras que había otras 

acciones que significaban enormes crímenes contra la mayoría, que causaba enormes 

daños y hasta la muerte de la propia clase obrera, que sin embargo no se calificaban  

como delito, demostrando así que el delito no era una cuestión ‘natural’,  sino que delito 

era lo que la clase dominante decía que era y que en suma representaba sus propios 

intereses de clase. 

Luego Edwin Sutherland en su conocida obra “El delito de cuello blanco” 

realizará una denuncia similar, al demostrar -mediante una investigación a cientos de 

empresas de EEUU -que los grandes delitos cometidos por las clases dominantes que 

causaban un enorme daño económico y perjudicaban a una gran cantidad de personas, 

como las grandes estafas, el no pago de impuestos, contaminación, no eran consideradas 

delito sino “faltas administrativas”, lo que en suma demostraba la selectividad del 

sistema penal, que solo perseguía a los pobres, cuando de su propia investigación surgía 

que tanto los integrantes de las clases altas como los de las clases bajas cometían 

delitos. 

Es decir, una justicia penal, no solo alejada de la sociedad, sino 

principalmente utilizada en contra de la gran mayoría, de los pobres, los explotados, los 

trabajadores, pronta para juzgar a los de abajo y lenta o inexistente para juzgar a los de 

arriba. En este orden de ideas, la demanda de juicio por jurado popular, cobra 

importante vigencia entre otras consignas de un programa  democrático radical para la 

justicia
1
.  

 

Populismo Punitivo: Mucho De Punitivo y Nada De Popular 

 

La exigencia de criminalización de nuevas conductas y de pedido de castigos 

más severos por parte de sectores movilizados, ha sido estudiada en los últimos tiempos 

bajo la denominación de ‘populismo punitivo’ o ‘punitivismo penal’ que abarcaría una 

nueva forma de manifestación del castigo en nuestra época.  A esa definición se le ha 

adjudicado ser la causante de una nueva ola represiva que exigiría más cárcel y más 

pena, e incluso limitaciones a derechos y una cierta lógica de castigo/exclusión: los que 

merecen el castigo están fuera de nosotros, están fuera de la sociedad, solo merecen 

estar encerrados: “…habría una unión con el llamado ‘populismo punitivo’ pues bajo la 

invocación de ‘justicia’ se perseguiría satisfacer una supuesta demanda social de 

mayor ‘durez’ para quienes ‘se lo merecen”
2
. Para otros el ‘populismo punitivo’ se 
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relaciona con una vuelta a los castigos pre-modernos, descivilizados o al decir de John 

Pratt ‘castigos emotivos y ostentosos’: “Esta tendencia hacia el castigo emotivo y 

ostentoso’-así la llamo-, pareciera representar una separación importante respecto a la 

que ha devenido la principal trayectoria penal de la modernidad: el énfasis sobre la 

administración formal y burocrática y la racionalización de los asuntos penales – a 

expensas del involucramiento publico informal, de las demostraciones de emoción y de 

cualquier forma de exhibición ostentosa” 
3
.  

Sin dudas que incluso en nuestro país hemos vivido este giro o cambio, que 

ha significado sectores movilizados (al estilo Blumberg) exigiendo mayores penas. Este 

pedido de agravamiento de los castigos penales, pueden venir tanto de arriba (como 

política de los gobiernos  o de los partidos políticos) o de abajo, como manifestación 

emotiva o de revancha del pueblo: “Existe una división entre aquellos que consideran 

que este aumento de la punitividad es impulsado ‘desde abajo’ por un publico ansioso y 

enojado , y quienes lo ven como un proceso esencialmente conducido ‘desde arriba’, en 

el que políticos ambiciosos y manipuladores juegan con los miedos y las ansiedades 

publicas para endurecer sus políticas de control del delito y fortalecer su apoyo 

electoral”
4
  

Lo cierto es que en estos últimos tiempos ha existido una innegable ligazón 

entre movilización y mayor penalidad o mayor pedido de castigo penal, lo que ha 

significado que la exigencia en cierta forma ‘popular’
5
 de pedidos de agravamiento de 

las penas a quienes cometen determinados delitos, ha tenido como consecuencia  

reformas penales represivas en todo el mundo, incluido en nuestro país.
6
 Estos ‘logros’ 

de mayores condenas, penas más severas y reformas reaccionarias a la legislación 

procesal es lo que algunos autores señalan como uno de las principales consecuencias 

de esta ‘asunción popular’ de la ‘penalidad’ que ha derivado en ‘encarcelamiento 

masivo’ o un aumento en la ‘prisionización’
7
. Mathews en su articulo sobre “El mito de 

la punitividad” afirma: “el termino punitividad normalmente conlleva connotaciones de 

exceso. Es decir, la búsqueda del castigo más allá y por encima de lo que es necesario 

o apropiado”
8
 

Sin dudas que cuando se pide más pena, se pide más sistema penal, se pide 

más ensanchamiento del poder del Estado, más reproducción de sus relaciones de clase. 

Señala Pavarini: “De esta forma,  las normas del derecho penal no solo se aplican 

selectivamente, reflejando las relaciones de desigualdad existentes (lo que 

tradicionalmente se define como la función de clase del derecho penal, sino que el 

sistema penal ejercita una función activa de producción y reproducción de las 

relaciones de desigualdad”
9
 

Y no es menos importante señalar que de ninguna manera se le borra el 

carácter selectivo y clasista al sistema penal porque la pena sea pedida por los de abajo,  
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sin dudas que la falacia de ‘igualdad social’ alienta la creencia (errónea por cierto) de 

que mediante la participación en el pedido de mayores penas se incluye a los excluidos.  

 

¿Una Reforma Procesal Democratica O Un Giro Punitivista? 

 

En Neuquén a partir del 14 de Enero de 2014, entró en vigencia el nuevo 

Código Procesal Penal que trae como novedad la instauración del juicio por jurados 

populares. El nuevo Código afirma que ‘corresponde sea juzgado con jurados 

populares solo aquellos casos en que  se trate de: delitos contra las personas o la 

integridad sexual o cualquier otro delito cuyo resultado haya sido muerte o lesiones 

gravísimas, siempre que el Ministerio Publico Fiscal solicite una pena privativa de 

libertad superior a los 15 años’.  

Es bueno pensar a la luz de esta reforma, si resulta un cambio progresivo o si 

en definitiva, como sospecho, es una forma de legitimar penas altas, en delitos que 

causan conmoción pues tocan los sentimientos populares, dejando para que juzguen 

jueces profesionales el resto de los delitos, e incluso los delitos de mayor impacto 

económico social como los de corrupción.  

Es importante señalar que los delitos contra la vida, integridad sexual o 

física, son los que causan un impacto emotivo en las personas, que incrementa la 

sensación de inseguridad mediatizada y difundida por los medios de comunicación. 

Claro que, como desarrollo más arriba, existen muchas otras conductas que causan 

importantes daños sociales y económicos que no son perseguidas por el sistema penal o 

que no son siquiera consideradas delito. De hecho para el común del pueblo, cuando se 

refieren a delitos, se refiere a aquellos que puede visibilizar, no porque le haya tocado, 

sino porque al ser directamente contra las personas puede pensar que le puede suceder a 

el o a sus seres queridos. Ello hace que se apele desde los sectores de gobierno a estas 

emociones sociales, los sentimientos más básicos, más a flor de piel, para reformas de 

leyes penales y procesales reaccionarias que  generalmente significan mayor 

encarcelamiento y prisionización pero que no solucionan los grandes problemas de los 

sectores populares. Justamente porque no es en el sistema penal donde pueden depositar 

sus esperanzas de cambio los sectores vulnerables.  

En esta reforma procesal, los delitos juzgados por jurados populares parten 

ya de una pena signada por el Fiscal de 15 años de prisión, que en definitiva son 

aquellos delitos como los homicidios agravados, lesiones gravísimas, abusos sexuales 

agravados, secuestros o privaciones de libertad con resultado mortal, o incluso algún 

robo agravado por arma si hay resultado de lesiones o muerte. Ningún otro delito tiene 

en el Código Penal una pena tan alta. Y como señalé, esto excluye los tipos penales 

económicos, los delitos de corrupción y estafas y defraudaciones de cuello blanco, entre 

muchas otras conductas que serán juzgados por jueces profesionales.  

Ahora bien, cabe preguntarse cuan democrático puede ser un jurado popular 

que existe solo para juzgar algunos delitos y que ya de antemano tienen impuesta una 

pena en expectativa de 15 años? En mi opinión, no se trata (ni puede serlo) de una 

reforma democrática, pues ello debería incluir la participación popular en el 

juzgamiento de todos los delitos y no solo de aquellos que causan emoción. Esta 

apelación velada a los delitos que van acompañados de una fuerte carga emotiva para 

ser juzgados por ‘el pueblo’ oculta en verdad que el resultado de ello será la 

legitimación de penas más duras. Ello no otra cosa puede ser que un claro giro 

punitivista, al imponer sanciones altísimas, con la oculta intencionalidad de simular la 

participación popular, cuando tal participación, será al solo efecto de lograr castigos  

ostentosos.  



Esa misma justicia penal selectiva y clasista que como señalé persigue  (y 

mantiene privados de libertad) casi con exclusividad a los integrantes de los sectores 

populares de la clase trabajadora, a los pobres y a los excluidos, va a relegitimarse bajo 

un discurso demagógico de ‘participación popular” aumentando y agravando las 

condenas en concreto con penas altísimas. Y ello, ya esta demostrado históricamente, 

solo será contra los mas desventajados en la escala social.  

No podemos pensar que ello servirá para acercar la justicia penal a los 

pobres, sino que la violencia de ese sistema se retroalimentara apelando a las entrañas 

de los mismos contra quienes se erige. No hay sueño democrático con estos jurados 

populares, ni puede haberlos, sino solo una relegitimación del encarcelamiento 

prolongado de los mismos pobres de siempre.  

  

 


